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Resumen:
El objetivo general del presente trabajo es indagar sobre los modos en que es concebida la “migración forzada” en el marco de la gobernabilidad y gestión migratoria, específicamente en el contexto argentino. En ese sentido nos preguntamos, ¿cómo son pensadas, clasificadas y “gestionadas” las migraciones catalogadas como “forzadas”? Considerando el énfasis desde el enfoque de la gobernabilidad migratoria en un criterio utilitarista en relación a los aportes que revelan los procesos migratorios, como punto central en la legitimidad y mirada “positiva” hacia la movilidad humana. Para esto, utilizamos una metodología de carácter cualitativa basada en el análisis de diversos documentos internacionales y regionales, y normativa en la materia de carácter nacional. 
Introducción
En las últimas décadas, la perspectiva de la gobernabilidad y gestión de las migraciones ha sido planteada por diversos actores, tanto en los ámbitos nacionales, regionales como internacionales (en particular por la Organización Internacional para las Migraciones) como el modelo indicado para el tratamiento de la temática. En este sentido, algunos países de la región latinoamericana, donde este enfoque ha arraigado en mayor o menor medida (entre ellos en la Argentina), han reconfigurado tanto los modos de pensar la movilidad humana como sus políticas para el tratamiento de la cuestión. Dentro del mundo de las migraciones, las catalogadas como forzadas también han revelado cambios articulados a la implementación de dicha perspectiva.  

El objetivo general del presente trabajo es indagar entonces sobre los modos en que es concebida la “migración forzada” en el marco de la gobernabilidad y gestión migratoria, específicamente en el contexto argentino. En ese sentido nos preguntamos, ¿cómo son pensadas, clasificadas y gestionadas las migraciones catalogadas como forzadas? Considerando, por un lado, el énfasis desde el enfoque de la gobernabilidad migratoria en un criterio utilitarista en relación a los aportes que revelan los procesos migratorios, como punto central en la legitimidad y mirada positiva hacia la movilidad humana. Y por el otro lado, que las miradas construidas sobre los migrantes forzados se asocian a la figura del demandante de protección diferenciada del migrante como trabajador y contribuyente, miradas que se han adoptado en distintos momentos histórico-sociales en la Argentina. 

Para el desarrollo del trabajo optamos por una metodología de carácter cualitativa basada en un análisis documental de diferentes normativas, documentos oficiales e informes de actores vinculados con la temática.

El enfoque de gobernabilidad migratoria
En general, distintos autores están de acuerdo en fechar el nacimiento de la gobernabilidad migratoria durante los años noventa, luego de la caída del muro de Berlín, en un contexto donde las migraciones internacionales estaban adquiriendo relevancia política a través de distintos foros, conferencias y procesos consultivos regionales. Asimismo reconocen a la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y a Bimal Ghosh, asesor de la misma, como los principales promotores del enfoque en cuestión (Geiger y Pécoud, 2010; Domenech, 2010; Ortíz, 2011).

En un principio, la noción de migration managment comenzó a utilizarse de un modo difuso, para luego tomar un lugar clave en un proyecto de la OIM denominado New International Regime for Orderly Movements of People (NIROMP)
. El objetivo del mismo era esbozar un régimen internacional en el cual “todas las formas de movilidad internacional puedan ser comprehensivamente administradas de manera eficiente sobre la base de un criterio primariamente económico” (Georgi, 2010: 56). No obstante la importancia que ha tenido la OIM en la definición y expansión de la gobernabilidad migratoria, el mencionado enfoque no se agota allí, pues según Kalm (2010) es un discurso de carácter global, en el que participan diferentes agentes y foros en niveles nacionales, regionales y globales. 

Dentro de los presupuestos que componen este enfoque, de acuerdo con Kalm (2010), hay dos puntos que se destacan: a) una imagen de las migraciones como algo natural, normal y permanente de nuestro mundo (lo que denomina como “people are mobil”) y; b) las migraciones internacionales como un fenómeno que puede ser orientado de forma positiva (potentially positive phenomenon). El primer presupuesto justificaría una visión según la cual las migraciones están allí y no pueden ser controladas con muros, y el segundo vendría a abonar la idea de que por su carácter de aporte o utilidad las migraciones no deberían restringirse por completo. 
Además, los discursos de la gobernabilidad migratoria frecuentemente van acompañados de variadas y múltiples referencias a la importancia del reconocimiento, garantía o cumplimiento de los derechos humanos de los migrantes, al mismo tiempo que realizan recomendaciones para la aprobación de distintas Convenciones Internacionales.

Migraciones económicas y forzadas
En el marco de los procesos de movilidad, las migraciones forzadas, y en particular el refugio como parte de estos procesos, han sido abordados por diferentes actores e incluso estudiosos del tema como un campo vinculado principalmente a la dimensión política, a la protección humanitaria, y diferenciado de las migraciones internacionales asociadas en especial a la dimensión económica. La migración es vista generalmente como un fenómeno económico, un proceso generado desde respuestas individuales inducido por el capitalismo, moldeado por las fuerzas sociales y económicas que en sí mismas exhiben cierto grado de regularidad. En contraste, el refugio implicaría flujos sin control (unruly), siendo “(…) resultado de eventos como conflictos civiles, cambios abruptos de régimen, decisiones gubernamentales arbitrarias o guerras internacionales, todos estos generalmente considerados como hechos singulares e impredecibles” (Zolberg, 1989: 25).

Aunque normativamente se ha profundizado en la diferenciación entre migración “económica” y refugio, ésta ha sido problematizada también por algunos autores, al sostener que dadas las condiciones socio-políticas en las cuales se ven envueltos quienes se desplazan desde los países del Sur, las dinámicas migratorias hacen muy difícil la posibilidad de diferenciar entre un migrante económico, quien migraría en busca de trabajo, y un refugiado (Zolberg, 1989). Y en este sentido, “tanto los refugiados y desplazados como los llamados migrantes económicos, son una expresión más de las desigualdades que existen entre Estados y entre regiones, y un claro reflejo de las relaciones entre países o centros regionales con diferentes niveles de desarrollo.”(Gil, 2000: 1).

El marco internacional, regional y local sobre refugio
La cuestión del refugio, como algo diferenciado de las migraciones económicas, se ha plasmado normativamente a mediados del siglo XX y con posterioridad a las grandes guerras. La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, surgieron entonces como los instrumentos centrales, definiendo al refugiado como una persona que, “debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país (...)” (Convención sobre el Estatuto de los refugiados, 1951).
En la región latinoamericana, además de la adhesión a la normativa internacional, los instrumentos en materia de refugio adoptados a nivel regional se enmarcan en la declaración de Cartagena de 1984 que sustenta los posteriores instrumentos, entre ellos el Plan de Acción México de 2004 fundamentado en las denominadas “soluciones duraderas”, reflejadas en los programas Ciudades Solidarias, Fronteras Solidarias y en la estrategia de reasentamiento. En este sentido, cabe mencionar la adopción de la declaración de Brasilia de 2010, la cual retoma el Plan de los 10 Puntos del ACNUR acerca de la protección de refugiados y la migración mixta
.
La forma en que Argentina ha construido sus políticas de refugio se ha hecho eco de los lineamientos producidos tanto en el marco internacional como en el regional. Así, se adhirió en la década del sesenta a la Convención de 1951 a través de la ley 15.869 del año 1961 y al Protocolo de 1967 por medio de la ley 17.468 del mismo año. Sólo posteriormente, en el año 1985, se creó en el ámbito del Ministerio del Interior el Comité de Elegibilidad Para Refugiados (C.E.PA.RE) a través del decreto 464/85. Dicho organismo, como su nombre lo indica, se constituyó en el encargado de seleccionar y otorgar el estatuto de refugiado a aquellos individuos que considerara como tales. 

Hacia finales de los noventa, ingresaron al Congreso de la Nación bajo los expedientes 5596-D-1998, 5905-D-1998 y 3105-S-2002 al menos tres proyectos legislativos que, aunque no prosperaron, buscaban crear una ley específica para regular las cuestiones vinculadas al refugio. Tras el fracaso de los mencionados proyectos, en el año 2004 ingresó a la Cámara de Senadores el expediente 1851-S-2004 que finalmente se convirtió en la ley 26.165: “Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado”.
La ley 26.165, del año 2006, al igual que el proyecto que le dio origen (expediente 1851-S-2004), tiene muchas similitudes con los tres proyectos que se presentaron entre el año 1998 y 2002. Encontramos que ésta retoma la definición de refugio de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, y  que proclama los principios de trato más favorable, de reunificación familiar, de no devolución ni rechazo en frontera, de no sanción por ingreso “ilegal”, de tratamiento especial para mujeres y niños no acompañados y de no extradición. Al igual que los proyectos de finales de los noventa y principios del siglo XXI, el artículo 16 de la ley establece un conjunto de deberes, como “la obligación de respetar la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos vigentes, así como las medidas que se adopten para el mantenimiento del orden público”. Asimismo, el artículo 8 expresa que “la expulsión de un refugiado no puede resolverse sino de manera excepcional, cuando razones graves o de seguridad nacional o de orden público lo justifiquen”. 

Por otro lado, la nueva legislación reemplaza la C.E.PA.RE por la Comisión Nacional para los Refugiados (CONARE) también en jurisdicción del Ministerio del Interior. La misma, conformada por representantes de diversos ministerios,   suma además, con derecho a voz pero sin voto, un representante del ACNUR y un representante de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro.

A diferencia de los proyectos anteriores, éste dedica un título completo al procedimiento por el cual se decide quién será o no considerado como refugiado. Sobre todo, se agregan los deberes de los peticionantes, lo que constituye una novedad con respecto a todos los proyectos anteriores. Estas obligaciones nacen de la presuposición de que existen personas que intentaran regularizar su situación a través del estatuto de refugiado cuando no lo son, suponiéndose que pueden existir “falsos refugiados”. 

Acerca de la construcción de la figura del refugiado
En el marco normativo argentino la definición de refugiado se concibe más ampliamente conforme a los diversos instrumentos regionales que, contemplando las particularidades del contexto latinoamericano, no dejan de sostener las diferencias entre un migrante económico y un refugiado que se establecen desde los organismos internacionales. La CONARE define además que:

“(…) un refugiado es una persona (…) que ha huido porque su vida, seguridad o libertad se encontraran amenazadas por violencia generalizada, conflictos armados o violaciones masivas de derechos humanos. (…) Las personas que buscan mejores perspectivas u oportunidades económicas pero que no se ven forzadas a abandonar sus países no son consideradas como refugiadas.” (CONARE; 2013, las cursivas son nuestras)

De acuerdo con la CONARE
, los refugiados son aquellos individuos que se ven forzados a abandonar su país, por lo que, y tomando siempre lo mencionado por este organismo, necesitan de una protección sobre sus derechos que ya no está garantizada en su lugar de origen. Por el contrario el migrante
 se ve asociado a una movilidad voluntaria principalmente por motivos económicos, referenciado en la figura del migrante trabajador que desarrolla alguna actividad remunerada (CONARE; 2013).
Vinculado a lo anterior, la CONARE aclara que no es incompatible la solicitud de refugio, con los trámites para la regularización de la situación migratoria, punto central de la actual política migratoria, y en general de la perspectiva de la gobernabilidad y gestión de las migraciones. La solicitud de asilo es concebida como “un pedido de protección internacional y no una forma de regularizar la situación migratoria. Por eso, los trámites no son excluyentes.” (CONARE; 2013).  A su vez, si la solicitud de asilo fuese rechazada, la situación de regularización y permanencia legal en el país queda a cargo de las autoridades migratorias, en especial de la Dirección Nacional de Migraciones. En este sentido, se desdibujan en las trayectorias y en las formas en que se establezca la permanencia en el territorio nacional de los sujetos migrantes, las mismas categorías planteadas por los Estados con las que han sido nombrados diferenciadamente como solicitante de asilo/migrante económico.

Cabe anotar que tanto el reconocimiento de la condición de refugiado, como su permanencia en el país, son planteadas por la CONARE como situaciones temporales, dado que están sujetas al mantenimiento de las condiciones en el país de origen que impulsaron a las personas a migrar forzadamente. Y una vez que estas condiciones se modifican, se aclara que “la repatriación voluntaria es la solución ideal a largo plazo para los refugiados.” (CONARE; 2013). Esta condición deja poco lugar a la autonomía de los sujetos en sus procesos de movilidad, ya que existe en estas perspectivas institucionales una práctica que convierte al refugiado en un ser anónimo y silenciado, a través de la cual se relaciona directamente a su figura con la de una persona vulnerable y desamparada. Se “deshumaniza” (Mc Callum, 2012) a través de un discurso que lo convierte sólo en una presencia demográfica en el territorio, despojándolo de su historia social y política de origen. La base de la que se parte para reconocerlo, “el temor fundado”, deja al individuo a merced de las representaciones que de este temor tienen las instituciones que deben brindarle la protección, y que varían según los contextos nacionales. 

Por otro lado, si bien el énfasis en relación a los sujetos refugiados se plantea en la protección humanitaria, a partir de algunas declaraciones del ACNUR en el 2007 observamos que también se reconoce una necesidad por sostener una relación entre migración forzada y desarrollo, y en esta línea a los refugiados como sujetos contribuyentes en el lugar de destino y en origen. Así se explicita que: “es necesario que la comunidad internacional reconozca los importantes vínculos existentes entre la migración forzada y los procesos de desarrollo” (ACNUR; 2007:1)

Frente a esta relación, se plantean de nuevo diferencias en torno a los migrantes y los refugiados, enmarcadas en las motivaciones centradas en la búsqueda de protección por parte de otro Estado por los refugiados, diferenciadas de la búsqueda de opciones laborales y de las posibilidades de inserción en mecanismos de migración laboral circular de los migrantes económicos. Así también, se señala que los refugiados son tanto receptores como remitentes de remesas, aunque no en la misma magnitud que los migrantes económicos. (ACNUR; 2007:1)

En esta perspectiva, además de la protección humanitaria, se busca aprovechar estos flujos migratorios para incorporarlos en la lógica utilitarista de la gobernabilidad migratoria. Así el ACNUR sostiene que: “La experiencia ha demostrado que cuando los refugiados están confinados en campamentos por años (…) cuando son excluidos del mercado de trabajo y no tienen acceso a los servicios bancarios y crediticios, resulta inverosímil que sean productivos, independientes y que contribuyan al desarrollo de la economía local.” (ACNUR 2007:2).
Reflexiones finales
La intención de este trabajo fue centrarnos sobre dos ejes que consideramos centrales para comprender la política de refugio ideada y formulada por el estado argentino en interacción con distintos organismos en el plano regional e internacional. El primero de ellos se vincula a la división entre migraciones voluntarias (o económicas) y migraciones forzadas, y el segundo a la introducción del enfoque de gobernabilidad migratoria en las migraciones forzadas. 

Para el primero, intentamos poner de relieve su carácter construido, buscando interrogar esta división que se encuentra naturalizada, no sólo por los Estados y Organismos que se encargan de esta tarea, sino también por distintos textos académicos. Al mismo tiempo, buscamos mostrar cómo esa división presupone dos tipos de individuos: unos que son víctimas de distintos acontecimientos impredecibles y que por lo tanto merecen protección internacional, y otros que como sujetos emprendedores han migrado en base a una decisión individual, voluntaria, o al menos no forzada, a los cuales corresponde otro tipo de medidas. 
En relación al segundo punto, hemos observado cómo, especialmente desde el ACNUR, se está comenzando a interpretar a las migraciones forzadas en clave de desarrollo. Así podemos ver que se ha comenzado a dar una nueva impronta a los refugiados en tanto éstos podrían constituirse en remitentes de reservas o aportar con su trabajo al desarrollo local del lugar donde residan. Es decir, que se estaría comenzando a ver a los migrantes forzados desde el enfoque de gobernabilidad migratoria a partir del cual se buscaría disminuir sus efectos negativos y potenciar sus contribuciones, a través de un tratamiento adecuado que los inserte en la planificación de los planes de desarrollo estatales, como también en origen tras la repatriación en la reconstrucción de los contextos pos-conflicto.
La gobernabilidad migratoria implicaría una visión utilitarista tanto de las migraciones voluntarias como de las forzadas, pero también una forma de control de los flujos migratorios en base al criterio de costo/beneficio. Como se considera que no es posible detener las migraciones, hay que buscar la forma de ordenarlas para hacerlas útiles a los países de destino y posteriormente a los de origen, por lo que se estaría conformando una lógica más allá de la protección humanitaria, que buscaría controlar y seleccionar a los sujetos solicitantes de asilo y refugiados.. 
En su afán de control y de evitar que falsos refugiados obtengan mediante ese camino su regularidad, los estándares internacionales y las representaciones existentes sobre el refugiado generan la necesidad de que el discurso de huida se adapte al discurso que existe sobre lo que éste debería ser, convirtiendo a la trayectoria personal en una película que debe ser guionada para obtener la protección, y a la vez, la imagen que se debe sostener una vez obtenido el asilo es el de un refugiado víctima, débil y dependiente de las instituciones que le han dado la protección. El refugiado “hiperreal” (Mc Callum, 2012) se convierte en lo que internacional y localmente se considera un refugiado, ocultando su historia de vida y sus capacidades autónomas de autogestión de sus destinos en el país de acogida. 
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�Este proyecto contó con el asesoramiento de Bimal Ghosh y su resultado se materializó en un libro denominado Managing Migration: Time for a New International Regimen (Ghosh, 2000)


�“Un movimiento en el que varias personas viajan juntas, por lo general en forma irregular, utilizando las mismas rutas y medios de transporte, pero por razones diferentes. Las personas que viajan como parte de movimientos mixtos tienen diferentes necesidades y perfiles y pueden incluir a solicitantes de asilo, refugiados, personas objeto de trata, niños no acompañados o separados y migrantes en situación irregular.” (ACNUR:2011:318)


� Información extraída de página web: � HYPERLINK "http://www.conare.gov.ar" �www.conare.gov.ar�


� La CONARE, conjuntamente con el ACNUR, explicita frente a la diferenciación entre refugiado y migrante: “El reconocimiento de la condición de refugiado está dirigido sólo a brindar protección internacional a aquellas que no puede encontrar en su país efectiva protección de sus derechos (…) El migrante abandona su país de forma voluntaria por motivos económicos, por un deseo de cambio o de aventura, por razones familiares o por otros motivos de carácter personal. Por ejemplo, conforme la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, el "trabajador migratorio" es “toda persona que vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no sea nacional.” (CONARE; 2013 información extraída de página web: � HYPERLINK "http://www.conare.gov.ar" �www.conare.gov.ar�)








